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ASUNTO
Se pronuncia la Sala en torno a la impugnación interpuesta por el Defensor Público del accionante dentro del presente asunto señor SEBASTIÁN CEBALLOS OLAYA, contra el fallo proferido el 11 de mayo de 2016, mediante el cual el Juzgado Primero Penal del Circuito de Dosquebradas negó la tutela de los derechos fundamentales invocados en contra del JUZGADO PRIMERO PENAL MUNICIPAL DE DOSQUEBRADAS-RISARALDA.
ANTECEDENTES:

Relata el accionante que el 20 de abril de 2016 siendo aproximadamente la 1:30 de la tarde fue capturado por miembros de la Policía Nacional cerca de su residencia ubicada en la calle 83 No. 14-03 Barrio La Divisa de Dosquebradas; ello debido a que según lo consignado en informe judicial de captura en flagrancia, cuando los Policías llegaron al lugar, después de haber recibido una llamada de la comunidad por una riña de pareja en ese lugar, lo vieron discutiendo con la señora Liz Yenny Patiño Arias, quien les dijo que él la estaba agrediendo física y verbalmente, golpeándola en el rostro y en diferentes partes del cuerpo, además les comunicó que ella se encontraba en estado de gestación y que en el pasado él ya la había agredido y por ello lo había denunciado con anterioridad.
Dados los anteriores hechos, cuenta que fue llevado a la URI de la Fiscalía y de allí a los juzgados de control de garantías de Dosquebradas para la realización de las audiencias, pero antes de eso se le asignó un defensor público para que lo representara en el proceso. 

Así las cosas la Fiscal 39 local de Dosquebradas lo llevó ante la Juez Primera Penal Municipal con Funciones de Control de Garantías de Dosquebradas en donde se solicitó se declarara legal su captura por haber sido llevada a cabo en situación de flagrancia, situación frente a la cual su defensor presentó oposición  argumentando que en presente asunto no se configuraba el delito por el cual había sido capturado, esto es por violencia intrafamiliar, puesto que él y la presunta agredida no tenían ningún tipo de núcleo familiar o familia, ya que no conviven bajo el mismo techo y hace más de 4 meses que terminaron su relación sentimental; argumentos que no fueron acogidos por la juez de la causa, quien consideró que el hecho de que ellos dos actualmente no vivieran bajo el mismo techo no anulada la existencia de un núcleo familiar entre ellos y de una unión marital de hecho que se configuró por el tiempo que sí convivieron juntos, lo que según Luzyenny fue por más de dos años, además de eso, ella se encuentra esperando un hijo suyo, motivo por el cual declaró legal su captura. Esa decisión fue apelada por su defensor. 
Acto seguido se realizaron las audiencias de imputación de cargos e imposición de medida de aseguramiento; frente a la primera se le endilgo la conducta punible de violencia intrafamiliar agravada, lo que no aceptó y frente a lo cual su defensor reiteró que de acuerdo a los hechos fácticos planteados no se configuraba ese delito. En cuanto a la otra vista pública, la Fiscal solicitó la detención intramural que fue concedida a pesar de que por parte de la defensa se pidió que dicha medida fuera domiciliaria. 
De acuerdo a lo narrado, considera el señor Sebastián que se vulneran sus derechos, puesto que la señora Juez accionada interpretó, sin ninguna prueba, que entre él y la denunciante existía una unión marital de hecho, a pesar de que ello jamás fue ni ha sido declarado por un Juez o autoridad competente, lo que hace claro que no se configuran los elementos necesarios para establecer por su parte la comisión de la conducta punible que se le endilga, razón por la cual su detención resulta ilegal y atentatoria de sus derechos fundamentales al debido proceso y libertad. 

Con base en lo narrado, solicita de la Judicatura que se le ordene al Instituto Nacional Penitenciario ordenar de manera inmediata su libertad ya que en su caso no se configura el requisito objetivo para la medida de aseguramiento privativa de la libertad.  
SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA 

El Juzgado Primero Penal del Circuito de Dosquebradas avocó el conocimiento de la actuación el día 27 de abril de 2016, ordenando la notificación a la accionada en la forma indicada en la ley y la vinculación al presente asunto del Dr. Alexander Zapata Largo y de la Fiscal 39 Local de esa municipalidad. Posteriormente al efectuar el estudio de la situación fáctica planteada mediante sentencia del 11 de mayo de 2016, decidió negar por improcedente lo pedido, ello por violación del principio de residualidad de la tutela, toda vez que el actor tiene otras vías judiciales para solicitar lo pedido, entre ellas el recurso que hasta esa fecha se encontraba sin resolver. 
IMPUGNACIÓN

Una vez conoció la decisión de instancia el abogado Alexander Zapata Largo, quien fuera vinculado a este asunto en su condición de defensor público del accionante, allegó escrito impugnando la decisión de instancia por considerar que en el presente caso si se configura una vía de hecho y existe un perjuicio irremediable para el señor Sebastián, puesto que se encuentra privado de la libertad por un delito que en su caso no se configuraba; razones esas que ameritaban un pronunciamiento de fondo por parte de la juez de primer nivel. En razón de ello, solicitó la revocatoria de la decisión de instancia. 
CONSIDERACIONES DE LA SALA

La Colegiatura se encuentra funcionalmente habilitada para desatar la impugnación interpuesta de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 1º del Decreto 1382 de 2000. 

En el presente asunto le corresponde a esta Corporación determinar sí el mecanismo constitucional de la tutela, resulta idóneo para ordenar la libertad del accionante porque en su caso no se dan los presupuestos legales para que continúe con medida de detención intramural. 
Antes de abordar el estudio de lo anterior y pronunciarse sobre el caso concreto, esta Sala advierte que de acuerdo a lo manifestado por el Juzgado Segundo Penal del Circuito de Dosquebradas, quien mediante auto proferido el 26 de mayo de 2016 declaró ilegal la captura del accionante y revocó la decisión de primera instancia, el señor Sebastián fue dejado en libertad desde el 16 de mayo de 2016 (Fls. 55 a 57).
De acuerdo a lo anterior, y teniendo en cuenta que el fin perseguido por el libelista, era que se revocara la medida de aseguramiento en establecimiento penitenciario y se ordenara su libertad inmediata, y tal cosa ya se logró usando los procedimientos ordinarios del procedimiento penal para este tipo de asuntos; es viable indicar que en el caso analizado es clara la carencia actual de objeto, argumento suficiente para declarar la existencia de un hecho superado. 
En situaciones como la ahora presentada, ha reiterado la Corte Constitucional, que surge el fenómeno jurídico del hecho superado, cuando así sea en forma tardía y antes de adoptarse la decisión en sede constitucional, se restablece el derecho fundamental conculcado. 
De allí que la Corte Constitucional haya dicho: 

“La Corte Constitucional ha sostenido en numerosas oportunidades que se configura un hecho superado cuando en el trámite de la acción sobrevienen circunstancias fácticas, que permiten concluir que la alegada vulneración o amenaza a los derechos fundamentales ha cesado. Cuando ello ocurre, se extingue el objeto jurídico sobre el cual gira la tutela, de tal forma que cualquier decisión al respecto resulta inocua. El hecho superado se restringe a la satisfacción por acción u omisión de lo pedido en tutela. Por ello, no depende necesariamente de consideraciones sobre la titularidad o la existencia efectiva de la vulneración de los derechos. 
En este sentido, la sentencia SU-540 de 2007 sostuvo que: 
“Si lo pretendido con la acción de tutela era una orden de actuar o dejar de hacerlo y, previamente al pronunciamiento del juez de tutela, sucede lo requerido, es claro que se está frente a un hecho superado, porque desaparece la vulneración o amenaza de vulneración de los derechos constitucionales fundamentales o, lo que es lo mismo, porque se satisface lo pedido en la tutela, siempre y cuando, se repite, suceda antes de proferirse el fallo, con lo cual ‘la posible orden que impartiera el juez caería en el vacío”. 
De este modo, cuando el juez constitucional verifica la existencia de un hecho superado debe declarar la carencia actual de objeto y, de manera excepcional, si estima indispensable pronunciarse respecto del fondo del asunto por la gravedad de la vulneración del derecho invocado, podrá emitir consideraciones adicionales sin proferir otro tipo de órdenes”.
 

Son suficientes los argumentos expuestos, para decir que las causas primigenias que dieron origen a la acción de tutela han desaparecido durante el trámite de ésta, ello por la actividad, tanto del Despacho accionado como del Juzgado Segundo Penal del Circuito de Dosquebradas, lo cual indica que no se hace necesario realizar ningún tipo de estudio del problema jurídico planteado, configurándose con ello la figura del hecho superado frente a lo pedido por la parte accionante.
Como anotación final, quiere la Sala señalar que de no haberse verificado la existencia de un hecho superado en esta tutela, se hubiese tenido que decretar la nulidad de la decisión de primera instancia por indebida conformación de la Litis, toda vez que revisado el procedimiento seguido por la A-quo se pudo constatar que ella en ningún momento vinculó a la presunta víctima del hecho punible que se le endilga al accionante, a pesar de que las decisiones que se adoptaran dentro del presente caso podían llegar a ser de su interés y a afectar sus derechos como parte del proceso penal. 

Por lo expuesto, la Sala Penal del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por la autoridad de la Ley,
RESUELVE

PRIMERO: REVOCAR la decisión adoptada el 11 de mayo de 2016 por el Juzgado Primero Penal del Circuito de Dosquebradas, y en su lugar DECLARAR la existencia de un hecho superado en la presente tutela interpuesta por el señor SEBASTIÁN CEBALLOS OLAYA, en contra del JUZGADO PRIMERO PENAL MUNICIPAL DE DOSQUEBRADAS, por las razones expuestas en precedencia.

SEGUNDO: NOTIFICAR a las partes por el medio más expedito posible y remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado
MARÍA ELENA RÍOS VÁSQUEZ
Secretaria
� Sala Novena de Revisión, Sentencia T-727 de 13 de septiembre de 2010, MP. Luis Ernesto Vargas Silva
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